Columna de la discapacidad
NUEVA LEY DE PENSIONES ¡YA!
En la columna de la discapacidad de esta semana nos vamos a referir a las pensiones no contributivas.

Permanentemente recibimos consultas referidas a la demora en la tramitación, a lo exiguo de su monto y a su régimen legal.

Hoy queremos detenernos en el proceso que permitió extender esta forma de protección social a las personas con discapacidad.

Nosotros tenemos que tener conciencia que en el año 2001, la cantidad de pensiones por invalidez era el 6% de la actual.

Y en el medio ¡claro que no hubo una guerra! como pregunta, con mala leche, Majul.
En el medio hubo, por un lado, reconocimiento de derechos.
Y por el otro, la esclerosis lateral amiotrófica de Esteban Bullrich, evidenció que ni el poder ni la riqueza nos preserva de la discapacidad, aunque Majul se haga el desentendido.

Es por eso que vamos a historiar, brevemente, el proceso de las pensiones no contributivas y porqué reclamamos hace años su compatibilidad con el trabajo registrado.

I.-

La Ley de discapacidad es la 22.431 de 1981 y tuvo numerosas modificaciones.

Esa ley no contempla, ni contempló nunca, una pensión para las personas con discapacidad.

Esa ley de la dictadura es la que se pretende modificar ahora.

La Agencia Nacional de Discapacidad impulsó audiencias públicas donde sólo se podía hablar 5 minutos y sin que hubiera un proyecto básico. 

Hubo, sí, ocho ejes de discusión. Uno de ellos es el de la protección social. Aquí debía incluirse las pensiones por discapacidad.
En consecuencia, la compatibilidad de la pensión con el trabajo registrado está dentro de ese capítulo del proceso de discusión.

II.-

La Ley que estableció la pensión por invalidez laboral, es la 13.478 es del 15 de octubre de 1948. Primer gobierno de Perón.
Otorgaba una pensión inembargable con tres requisitos:

· ser una persona sin suficientes recursos propios, 
· no amparada por un régimen de previsión y

· estar imposibilitada para trabajar.

Esa ley se reglamentó por el Decreto 432 de 1997 que es el que establece la incompatibilidad con el trabajo registrado.

En ese momento no se hablaba de discapacidad y la incompatibilidad estaba vinculada con que la ley decía “persona imposibilitada para trabajar”.
Durante esos años, la gran mayoría de las pensiones se otorgaban por las cámaras de Diputados y de Senadores y valía más el pedido del legislador que lo que podía indicar el certificado médico.
III.- 

En el 2003, Néstor Kirchner tomo la Consigna de Evita “Dónde hay una necesidad hay un derecho” y comenzaron a otorgarse pensiones a personas con discapacidad recurriendo a la ley 13.478 de 1948 y a su decreto reglamentario 432 de 1997.
Para que tengamos una idea, el presupuesto del 2001 preveía 168.000 pensiones otorgadas por el Congreso y 75.000 pensiones por invalidez laboral.
¡Menos de la mitad!

El presupuesto del año 2004, todavía preveía 79.500 pensiones por invalidez y 142,000 pensiones otorgadas por legisladores.

¡Casi el doble!

En esos años el problema no era si la pensión te permitirá trabajar o no.
El problema era si conocías algún político influyente que te diera una pensión.
En el año 2015, el último año de Cristina, la cantidad de pensiones por invalidez ascendía a 1.011.000 y las pensiones otorgadas por los Legisladores habían bajado a 90.000.

En el presupuesto del año 2022, el que la oposición se negó a aprobar, estaban previstas 1.117.000 pensiones.
El problema acerca de si tenías discapacidad o un amigo político, había quedado muy atrás.
Hoy es necesario un certificado médico que acredite el 75 % de invalidez laboral y sirve muy poco la influencia que pudiera tener un diputado o un senador.

IV.-

Volvamos a la pregunta de Majul. ¿Hubo una guerra? NO.
Hubo un reconocimiento de derechos.
En el año 2007, las pensiones por invalidez laboral ascendían a 187.876 mientras las de la política sumaban 138.577.
En el 2008, Argentina aprobó la Convención de los Derechos de las Personas con Discapacidad.
En el 2010, Cristina aprobó el decreto que obliga a medir y a publicar, cada 6 meses, el grado de cumplimiento del cupo de personas con discapacidad trabajando en el Estado Nacional.
En el año 2012, Naciones Unidas formuló las primeras recomendaciones al Estado Nacional sobre la problemática de las personas con discapacidad.
El informe cuestionó los requisitos para acceder a las pensiones establecidos por el Decreto 432. Y, en particular, porque se excluía a los niños y niñas.
¿Qué se hizo entonces? ¿Se dictó una nueva ley de pensiones para discapacidad? ¿Se modificó el Decreto 432 del 97? 

NO: se formuló una interpretación amplia de ambas normas. 

Los niños ¿están imposibilitados para trabajar, como dice la Ley? Claro que lo están:

· por la discapacidad

· y también por la edad.
Las pensiones subieron de 666.000 a 822.000 de 2012 a 2013.
En resumen:

· Hay una sostenida caída de las pensiones de la política. Con seguridad, por motivos vegetativos: los pensionados se van muriendo.
· Paralelamente, hay un crecimiento de las pensiones por invalidez. 
En primer lugar porque donde hay una necesidad, hay un derecho. 
Y en segundo lugar, por indicación de Naciones Unidas.
¿Qué estuvo mal?: NO HABER DICTADO UNA NUEVA LEY DE PENSIONES.

Fue por esos años que empezamos a reclamar la compatibilidad con el trabajo registrado.
En el 2013 nosotros presentamos un proyecto de ley en ese sentido.
En el 2015, se presentó un proyecto de ley general sobre discapacidad que incluía la compatibilidad entre la pensión y el trabajo registrado.
Este proyecto fue aprobado por la Cámara de Diputados en diciembre del 2019.
El Senado no lo trato y perdió estado parlamentario a fines del 2020.
V.-

El gobierno de Macri fue un desastre para nosotros y nosotras.
Se dieron de baja 170.000 pensiones sin justificación ninguna y después, se demoro todo lo posible el cumplimiento de la orden judicial de devolverlas.
Cuándo asumió Alberto, nos enteramos que, además, se habían cajoneado 130.000 pensiones en trámite.
No se animaron a dar de baja las pensiones de los niños, pero anduvo rondando la idea de aprovechar ese olvido del gobierno de Cristina.

Se presentó, en el Confederal del Chaco, un proyecto de nueva ley de pensiones, pero quedó en aguas de borraja.

En el año 2020, ya con el gobierno de Alberto, la Agencia Nacional de Discapacidad, a cargo de Claudio Espósito, dictó una resolución, de mala factura y que llamaba a engaño, que parecía establecer la compatibilidad entre el trabajo registrado y la pensión no contributiva.

En realidad, no la hubiera podido establecer, porque una Resolución no puede modificar un decreto ni una ley.
Esa resolución, finalmente, fue derogada, al año siguiente, por Fernando Galarraga.

Ese es el estado actual de la compatibilidad de las pensiones y el trabajo registrado.
Es urgente darle una solución YA.
A Fernando Galarraga le está pasando lo mismo que a Alberto Fernández: pasa el tiempo y no resuelve los problemas de fondo de la discapacidad.

Nos entretuvo con la Ley del Observatorio en 2020 y todavía estamos esperando. 
Nos mostró la zanahoria de la nueva ley de discapacidad y todavía no tenemos la síntesis de la discusión, dos meses después de que terminaran las audiencias.

En las elecciones pasadas perdimos la mayoría en Diputados ¿Qué estamos esperando?
VII.-
Llegó la hora de abrir una nueva etapa en la inclusión de las personas con discapacidad.
Ya iniciamos la tarea de reunir adhesiones para construir un nuevo partido político que llevé a la discapacidad al congreso de la nación a las legislaturas provinciales a los concejos deliberantes y a las comunas.
Muchas gracias.

Transcripción de la columna de discapacidad del programa “Por Mayores” que se emitió el 7 de agosto de 2022 por AM 1010 Radio Latina a las 9:00 am.

